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Resumen: el texto aborda la importancia del derecho a la edu-
cación para las personas y la sociedad, a partir del desarrollo 
normativo que ha tenido en su reconocimiento expreso y pro-
pósito de lograr la universalidad en su cobertura, junto con el 
principio de gratuidad que, al ubicarse dentro de los derechos 
económicos, sociales y culturales, debe buscarse su cumpli-
miento de manera progresiva. De igual forma, se destaca que 
la autonomía de las instituciones de educación superior es con-
siderada una garantía institucional necesaria para el cumpli-
miento de sus funciones y responsabilidades que tienen asigna-
das dentro del fin de alcanzar el desarrollo óptimo del derecho 
a la educación superior.

Abstract: the text addresses the importance of the right to 
education for people and society, based on the legislative de-
velopment that it has had in its express recognition and purpo-
se of achieving universality in its coverage, together with the 
principle of free education that, at be located within the econo-
mic, social and cultural rights, their fulfillment must be sought 
progressively. Likewise, it is highlighted that the autonomy of 
universities and higher education institutions is considered a 
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necessary institutional guarantee for fulfilling their assigned 
functions and responsibilities to achieve the optimal develop-
ment of the right to higher education.
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I. Introducción

La educación es uno de los factores que más influye en el avance 
y progreso de personas y sociedades. Además de proveer conoci-
mientos, la educación enriquece la cultura, el espíritu, los valores 
y todo aquello que nos caracteriza como seres humanos.

También la educación es un bien básico indispensable para 
la formación de autonomía personal y, por ende, para ejercer  
el derecho al libre desarrollo de la personalidad, de ahí su carác-
ter de derecho humano. Precisamente, la Constitución General y 
los tratados internacionales señalan que el objetivo de la educa-
ción debe ser el desarrollo de las capacidades del ser humano y el 
fomento de los derechos humanos y otros valores democráticos.

II. El derecho humano a la educación

El derecho humano a la educación se ha incluido dentro de los 
de segunda generación, que se denominan “derechos económi-
cos, sociales y culturales”, respecto de los cuales el Estado tiene 
la ineludible obligación de garantizar su efectivo ejercicio.1 No 

1	 Es pertinente recordar el dialogo entre el TEDH y la Corte IDH que, al citar 
esta la emblemática sentencia Airey vs. Irlanda de 1979, señaló la interdepen-
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se trata de cualquier tipo de educación, sino una educación que 
sirva a ciertos fines consecuentes con la dignidad de la persona y 
el desarrollo de la humanidad en su conjunto.

El Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, ór-
gano de las Naciones Unidas que más ha avanzado en la defini-
ción del derecho a la educación a través de la adopción de sus Ob-
servaciones generales, en su Observación número 13, señala que 
la educación es un derecho humano intrínseco y un medio indis-
pensable para realizar otros derechos. Asimismo, toda enseñanza 
debe orientarse al pleno desarrollo del sentido de la dignidad de 
la persona humana y atender, entre otros principios, al del interés 
superior de los alumnos. El Comité ha establecido cuatro criterios 
a los que debe ajustarse la educación que proporcione el Estado: 
disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad.2

III. Marco jurídico de la educación en México

En nuestro sistema jurídico el derecho humano a la educación 
está reconocido tanto en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como en diversos instrumentos interna-
cionales.

3.1. Marco constitucional

El derecho a la educación ha sido columna vertebral del sistema 
educativo nacional desde cuando menos 1857, en lo que se refie-
re al texto constitucional, pues ya antes de ello, se luchó por este 

dencia e indivisibilidad existente entre los derechos civiles y políticos y los 
derechos económicos, sociales y culturales, a partir de los cuales estos “deben 
ser entendidos integralmente como derechos humanos, sin jerarquía entre sí 
y exigibles en todos los casos ante aquellas autoridades que resulten compe-
tentes para ello”. Véase Corte IDH. Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes 
y Jubilados de la Contraloría”) vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Repara-
ciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2009. Serie C, núm. 198, párr. 101.

2	 ONU, Consejo Económico y Social, Comité de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales. Observación general número 13, E/C.12/1999/10, 8 de 
diciembre de 1999.
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importante derecho. Al respecto, Benito Juárez, siendo presiden-
te de la República, designó a Gabino Barreda para presidir una 
comisión encargada de elaborar un Plan General de Instrucción 
Pública que incluyera todos los niveles. Esa comisión dio al país 
las leyes Orgánicas de Instrucción Pública de 1867 y de 1869. 
En esos ordenamientos se hizo de la educación una responsabili-
dad pública, se suprimió la enseñanza religiosa y se incorporaron  
los principios de obligatoriedad, laicidad y gratuidad de la ense-
ñanza primaria. En la Ley de 1867 también se estableció uno de 
los más importantes acontecimientos para la educación pública 
en México, la organización de la Escuela Nacional Preparatoria. 
Esta institución, 43 años después, sería parte del basamento so-
bre el cual Justo Sierra organizaría el proyecto educativo, cultu-
ral y científico más importante de nuestro país: la apertura de la 
Universidad Nacional de México.3

Al analizar los textos originales de las Constituciones mexi-
canas de 1857 y 1917, se observa que, en ambos casos, el prin-
cipio inicial del artículo 3º, era precisamente reconocer la libre 
enseñanza, y es que las primeras cuatro palabras de dichos textos 
eran exactamente los siguientes: “La enseñanza es libre”.

La Constitución de 1917 ratificó el carácter libre, laico y gra-
tuito de la educación pública en México en su artículo 3° y, más 
importante aún, se convirtió en la base jurídica para un amplio 
proyecto educativo que extendió la cobertura a todos los rinco-
nes del país. Desde entonces, el derecho a la educación ha sido 
progresivo, siendo el artículo 3° constitucional el que determi-
na los criterios que deben normar la educación impartida por 
el Estado —Federación, entidades federativas y municipios—, así 
como los particulares, y por las instituciones de educación supe-
rior autónomas por ley.

3.2. Principales reformas constitucionales

El contenido del artículo 3° constitucional ha tenido una intere-
sante evolución, a través de las once ocasiones en que ha sido re-

3	 Narro Robles, José y Moctezuma Navarro, David, “Hacia una reforma del 
sistema educativo nacional”, https://www.planeducativonacional.unam.mx/
PDF/completo.pdf
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formado: 1934; 1946; 1980; 1992; 1993; 2002; 2011; 2012; 2013; 
2016, y 2019. Expondremos de manera panorámica algunos as-
pectos de ellas:

Reforma constitucional de 1934.4 Precisó la función social del 
Estado para impartir educación, con el carácter de servicio pú-
blico, y se dispuso que debería tener un enfoque socialista; ex-
tendió su laicidad, la dirigió hacia el combate del “fanatismo y los 
prejuicios” y la orientó hacia la ciencia; amplió la obligación del 
Estado para impartir educación primaria, secundaria y normal, y 
las reglas para impartir educación privada; expresamente señala 
que la educación primaria será obligatoria y el Estado la imparti-
rá gratuitamente.5

Reforma constitucional de 1946,6 imprime una visión educa-
tiva más integral, al incorporar a la democracia, la nación y la 
convivencia social como criterios rectores. Se sustituyó el adje-
tivo “socialista” de la educación por el de democracia, nacional 
y promotora de la convivencia humana, así como “con el aprecio 
para la dignidad de la persona y la integridad de la familia, la 
convicción del interés general de la sociedad […]”. Se establece 
la obligatoriedad de la educación primaria, pero agregando que 
toda la educación que el Estado imparta será gratuita.

Reforma constitucional de 1980.7 Esta reforma introdujo la 
fracción VIII, que elevó a rango constitucional la autonomía que 
se había concedido en las leyes a diversas instituciones de edu-
cación superior.8

4	 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de diciembre de 1934.
5	 Sánchez Vázquez, Rafael, El derecho constitucional a la educación en Méxi-

co, en Serna de la Garza, José María (coord..), “Contribuciones al derecho 
constitucional”, México, IIJ-UNAM-Instituto Iberoamericano de Derecho 
Constitucional, 2015, p. 14 y ss.

6	 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 1946.
7	 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 9 de junio de 1980.
8	 Algunos antecedentes son: en 1917 se le reconoció algunos aspectos auto-

nómicos a la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo; 1923 la 
legislatura local expidió la ley de la Universidad Autónoma de San Luis Po-
tosí; a la Universidad Nacional de México le fue reconocida su autonomía 
en la Ley Orgánica de 1929; a la Universidad de Puebla se la otorga su Ley 
Orgánica en 1941.
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Reforma constitucional de 1992.9 Esta reforma hizo precisio-
nes sobre el laicismo en la educación impartida por el Estado y, 
en aspectos relacionados con la educación que imparten los par-
ticulares que podrán hacerlo en todos sus tipos y modalidades, 
siempre y cuando se sujeten a los criterios que establece el pro-
pio artículo 3o., salvo el criterio del laicismo que no las rige.

Reforma constitucional de 1993.10 Se estableció con toda ni-
tidez a la educación como derecho humano y la obligación del 
Estado de impartir educación preescolar, primaria y secundaria 
conforme con la organización política federal que nos rige (Fede-
ración, estados, Ciudad de México y municipios); en atención a 
una posterior reforma se agregó también el bachillerato. La edu-
cación primaria y la secundaria son obligatorias.11 Toda la educa-
ción que el Estado imparta será gratuita.

Reforma constitucional de 12 de noviembre de 2002. Se esta-
blece la obligatoriedad de la educación secundaria; que junto con 
la preescolar y primaria conforman la educación básica para el 
desarrollo de la sociedad mexicana.

Reforma constitucional de 2011.12 La reforma constitucional 
de junio de 2011 incorporó al segundo párrafo del artículo 3o. 
una referencia expresa al respeto de los derechos humanos den-
tro de los valores que la educación que imparta el Estado debe-
rá tender a desarrollar, considerando que los derechos humanos 
son aquellos derechos inherentes al ser humano, en donde la dig-
nidad humana, el derecho a la vida, a la libertad e igualdad, son 
constitucionalmente reconocidos.13

9	 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 28 de enero de 1992.
10	 Publicado en el Diario Oficial de la Federación del 5 de marzo de 1993 y Fe de 

Erratas publicada en el Diario Oficial de la Federación del 9 de marzo de 1993.
11	 González Contró, Mónica. Comentario al artículo 3° de la Constitución. 

En: Cossío Díaz, José Ramón (coordinador), Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos comentada”, Editorial Tirant lo Blanch, México, 
2017, p. 105.

12	 Publicado en el Diario Oficial de la Federación del 1º de junio de 2011.
13	 Sánchez Vázquez, Rafael, op. cit, p. 19.
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Reforma constitucional de 2013.14 Se estableció la universali-
dad del derecho a la educación, con la consecuente obligación del 
Estado a impartir y garantizar educación inicial, preescolar, pri-
maria, secundaria, media superior, y superior, universal, inclusi-
va, pública, gratuita y laica: es decir, se incorporaron los niveles 
inicial, preescolar y superior de la educación y los mismos atribu-
tos bajo los cuales debe impartirla obligatoriamente el Estado. Se 
agregaron contenidos educativos, orientación y contextos socia-
les para elaborar planes y programas. Se reconoció al magisterio  
y su derecho a ser parte de un sistema de formación, capacitación y  
actualización evaluado, además de la creación de un organismo  
y el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (INEE, 
Organismo Autónomo), para realizar esas funciones. Se recono-
ció el derecho humano a gozar de los beneficios del desarrollo de 
la ciencia y la tecnología.

Reforma constitucional de 2016.15 Esta reforma dispuso que, 
para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en el segundo pá-
rrafo de la fracción II, el Ejecutivo Federal determinará los pla-
nes y programas de estudio de la educación preescolar, primaria, 
secundaria y normal para toda la República. Adicionalmente, el 
ingreso al servicio docente y la promoción a cargos con funcio-
nes de dirección o de supervisión en la educación básica y media 
superior que imparta el Estado, se llevarán a cabo mediante con-
cursos de oposición que garanticen la idoneidad de los conoci-
mientos y capacidades que correspondan.

Reforma constitucional de 2019.16 Entre las modificaciones 
más significativas están que desaparece el INEE, que será sus-
tituido por el Centro Nacional para la Revalorización del Magis-
terio y la Mejora Continua de la Educación. Se crea un Sistema 
para la Carrera de las Maestras y Maestros, en el que Federación 
tendrá la rectoría, y un Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e 
Innovación. No habrá evaluaciones punitivas ni obligatorias para 
los maestros, quienes tendrán derecho a un sistema de formación 
gratuito. Busca garantizar la educación desde el nivel inicial has-

14	 Publicada en el Diario Oficial de la Federación del 26 de febrero de 2013.
15	 Publicada en el Diario Oficial de la Federación del 29 de enero de 2016.
16	 Publicada en el Diario Oficial de la Federación del 15 de mayo de 2019.
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ta el superior, que esta debe ser obligatoria, universal, inclusiva, 
pública, gratuita y laica, así como contar con un enfoque en dere-
chos humanos e igualdad sustantiva.

3.3. Marco jurídico internacional

Existe una serie de instrumentos internacionales y regionales, 
tanto de carácter general, como específicos, que recogen el dere-
cho a la educación. Sería extenso reproducir una a una todas las 
referencias existentes. Baste con enunciar algunos de esos instru-
mentos, como son: la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos (art. 26); por lo que hace a los tratados internacionales de los 
que el Estado mexicano es parte, el derecho humano a la educa-
ción está reconocido en: el Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos (arts. 18.4); el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (arts. 13-15); la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-
minación Racial (art. 7); la Convención sobre los Derechos del 
Niño (arts. 28-30). En el ámbito del sistema interamericano se 
alude al derecho a la educación en la Carta de la Organización de 
los Estados Americanos (arts. 3, 30-31, 34, 47-50, 52 y 95) y en la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
(arts. XII, y XXX-XXXI), así como en la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos (arts. 12 y 26); el Protocolo Adicional 
a la Convención Americana en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (arts. 13-14).

La enunciación anterior pone en evidencia que el derecho 
a la educación goza de un amplio reconocimiento, a través de 
numerosos instrumentos que permiten a cualquier persona in-
teresada trabajar a favor de su plena realización, teniendo la po-
sibilidad de acudir a una gran batería de herramientas para su 
protección.

IV. Principios constitucionales de la educación

Respecto a las obligaciones del Estado en materia del derecho a 
la educación, el orden jurídico mexicano establece las siguientes:
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Universalidad. El derecho a recibir educación es universal, es 
decir debe ser asequible a todas las personas sin discriminación 
quedando prohibido imponer condiciones de acceso, permanen-
cia y condiciones discriminatorias. La evolución legislativa del 
artículo 3° constitucional permite comprender de mejor manera 
los alcances del derecho a la educación reconocido expresamente 
a partir de la reforma constitucional de 1993, en que claramente 
se dijo “toda persona tiene derecho a la educación”, así como las 
implicaciones concretas en cuanto a su efectividad haciéndolo 
explícito al beneficiario del derecho y al obligado de garantizarlo.

Educación obligatoria. La obligatoriedad de la educación ini-
cial, preescolar, primaria, secundaria, media superior y superior, 
para quienes deben recibirla, debe entenderse no necesariamen-
te como un deber jurídico inherente a cada persona, sino más 
bien, como un deber jurídico articulado o coordinado, entre los 
padres de familia o tutores y el Estado. Esto es, los padres de 
familia o tutores, como lo prevé el artículo 31, fracción I, de la 
Constitución, son responsables de que sus hijas, hijos o pupilos 
menores de dieciocho años concurran a las escuelas, para recibir 
la educación obligatoria, así como participar en su proceso edu-
cativo, al revisar su progreso y desempeño, velando siempre por 
su bienestar y desarrollo.

Educación de excelencia. El artículo 3o. constitucional incor-
pora una nueva vertiente inherente al derecho a la educación, 
consistente en que esta debe ser de excelencia (antes se decía 
de calidad), entendida como el mejoramiento integral constante 
que promueve el máximo logro de aprendizaje de los educandos, 
para el desarrollo de su pensamiento crítico y el fortalecimiento 
de los lazos entre escuela y comunidad. La educación de excelen-
cia implica para el Estado la obligación de contar con personal 
docente idóneo e infraestructura adecuada. La excelencia en la 
educación debe ser tomada en cuenta en la exigibilidad de este 
derecho y por los indicadores con los que se dé seguimiento a su 
cumplimiento, manteniendo siempre el mejor estándar posible.

Educación laica. Referido a la laicidad de la educación que im-
parta el Estado, el artículo 3° incluye el respeto implícito al de-
recho de libertad de religión, en el sentido de que el derecho a la 
educación que gozan las personas no podrá ser interferido en for-
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ma alguna con contenidos religiosos impuestos por el Estado, ga-
rantizándose a la vez, una separación entre la Iglesia y el Estado.

Educación gratuita. La vertiente de gratuidad de la educación 
ha tenido también en México una evolución histórica relevante, 
incluso, en el presente, dicho concepto es aplicable también a la 
educación superior que presta el Estado, merced a la reforma en 
2019 al artículo 3°, fracciones VII y X.

Para su implementación el artículo décimo quinto transitorio 
de la reforma dispuso que 

para dar cumplimiento al principio de obligatoriedad de la edu-
cación superior, se incluirán los recursos necesarios en los presu-
puestos federal, de las entidades federativas y de los municipios, en 
términos de las fracciones VIII y X del artículo 3o. de esta Cons-
titución; adicionalmente, se establecerá un fondo federal especial 
que asegure a largo plazo los recursos económicos necesarios para 
garantizar la obligatoriedad de los servicios a que se refiere este 
artículo, así como la plurianualidad de la infraestructura.

El Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región 
Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México, al resolver 
una contradicción de tesis explica en la justificación que 

Las reformas constitucionales una vez publicadas surten efectos 
de manera inmediata, sin embargo, existen supuestos en los que el 
propio reformador establece que puedan implementarse en fecha 
posterior. En ese sentido, la reforma sobre la gratuidad en el de-
recho a la educación superior a que se refiere el artículo 3o. de la 
Constitución General de la República, que ya se encuentra vigente 
y surtiendo sus efectos pero como lo determinó el artículo transi-
torio primero de la correspondiente reforma, debe implementarse 
siguiendo las reglas establecidas en los artículos transitorios pri-
mero, sexto, octavo, décimo cuarto y décimo quinto, para su plena 
exigibilidad, supuesto que se encuentra  previsto en la Ley General 
de Educación Superior, en donde se establece que será de manera 
gradual y progresiva la efectividad del citado sistema de gratuidad 
en el derecho a la educación superior y la armonización de las Le-
gislaturas de los Estados al marco constitucional.17

17	 Tesis PR.A.CN. J/61 A (11a.), Semanario Judicial de la Federación, Undé-
cima Época, febrero de 2024,  DERECHO A LA EDUCACIÓN SUPERIOR 
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De esta manera, se resuelve el tema de la gratuidad de la edu-
cación en las Instituciones de educación superior.

V. Universidades Autónomas

La Constitución en el artículo 3°, fracción VII, no establece la au-
tonomía de las universidades. Este principio se reconoce en la ley 
que crea y regula a cada universidad al quedar sujeta al principio 
de reserva de ley, motivo por el cual solo puede establecerse a 
través de un acto formal y materialmente legislativo.

De acuerdo con la Ley General de Educación Superior,18 las 
instituciones públicas de educación superior con autonomía 
constitucional y legal, son las universidades y demás institucio-
nes de educación superior autónomas que cuenten con la facul-
tad de autogobierno o de gobernarse a sí mismas, derivada de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, una 
Constitución de una entidad federativa o de una ley en sentido 
formal y material (artículo 6, fracción IX).

5.1. La autonomía universitaria

La autonomía universitaria es el principio establecido en la carta 
magna, para otorgar una protección constitucional especial a la 
universidad pública, a fin de que pueda cumplir con la obligación 
constitucional y la responsabilidad de proveer a los estudiantes 
universitarios de una educación superior de excelencia.

La constitucionalización de la autonomía es el establecimien-
to de un ámbito de ejercicio protegido de atribuciones constitu-

GRATUITA. LA IMPLEMENTACIÓN DEL PRINCIPIO DE GRATUIDAD 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 3o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, 
ESTÁ CONDICIONADA A LA EJECUCIÓN DE LAS REGLAS QUE EL PO-
DER REFORMADOR ESTABLECIÓ EN LOS ARTÍCULOS TRANSITORIOS 
DEL DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA-
CIÓN EL 15 DE MAYO DE 2019.

18	 Ley General de Educación Superior, publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 20 de abril de 2021.
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cionales a favor de las universidades, dicho ámbito es susceptible 
de ser oponible frente a intromisiones de otros órganos y de un 
ámbito que la propia ley debe garantizar y preservar. Con tal re-
ferente las conductas o normas que violente tal ámbito son en 
principio posibles de ser calificadas de inconstitucionales.19

Para Jorge Carpizo la autonomía universitaria es la facultad 
que poseen las universidades para autogobernarse —darse sus 
propias normas dentro del marco de su Ley Orgánica y designar 
a sus autoridades—, para determinar sus planes y programas den-
tro de los principios de libertad de cátedra e investigación, y para 
administrar libremente su patrimonio.20

En este sentido, la autonomía comprende la posibilidad de  
determinar sin injerencias externas los planes y programas  
de estudio, fijar los términos de ingreso, permanencia y promo-
ción de su personal académico, así como administrar su patrimo-
nio. Todo ello se deberá realizar siempre respetando la libertad 
de cátedra e investigación, y el libre examen y discusión de las 
ideas. Dicho en otras palabras, es el principio establecido en la 
carta magna, para otorgar una protección especial a la Universi-
dad pública, a fin de que pueda cumplir con la obligación consti-
tucional y la responsabilidad social de proveer a los estudiantes 
universitarios de una educación superior de calidad.21

5.2. Blindaje de la educación pública 
 universitaria: la autonomía

La autonomía universitaria es una garantía constitucional y/o ga-
rantía institucional establecida en la Constitución, a favor de las 

19	 Roldan Xopa, José, “La autonomía de la Universidad pública. Un estudio 
jurídico”, en Valencia Carmona, Salvador, Educación, ciencia y cultura. Me-
moria del VIII Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional, México, 
IIJ-UNAM, 2002, p. 254.

20	 Carpizo, Jorge. Voz, “Autonomía Universitaria”, Diccionario Jurídico Mexi-
cano, México, IIJ-UNAM, t. A-C, pp. 23-65.

21	 González Pérez, Luis Raúl y Guadarrama López Enrique, Autonomía Uni-
versitaria y Universidad Pública. El autogobierno universitario, México, 
UNAM, Oficina del Abogado General, 2009, p.17.
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universidades públicas, a fin de que cuenten con el blindaje ju-
rídico-constitucional necesario para maximizar el cumplimiento 
de sus funciones y responsabilidades asignadas en las materias 
de docencia, investigación y difusión de la cultura, dentro del fin 
superior de alcanzar el desarrollo óptimo del derecho a la educa-
ción.22

El concepto de garantía institucional no es novedoso, surge 
en Alemania y ha tenido influencia en países como España23. 
Decimos que puede ser de utilidad para identificar el caso de la 
autonomía universitaria ya que su significado más inmediato es 
brindar protección jurídica a determinadas instituciones y en 
contrapartida a establecer limitaciones tanto al legislador como a 
actuaciones de otros sujetos.

En México, la SCJN se ha ocupado del tema, señalado lo si-
guiente:24

La autonomía universitaria es una garantía institucional del dere-
cho a la educación superior, es decir, tiene un carácter exclusiva-
mente instrumental y no conforma, per se, un fin en sí misma, por 
lo que es valiosa si y solo si -y en la medida en que- maximiza el 
derecho humano a la educación superior. En este sentido, no debe 
confundirse la autonomía universitaria, en cuanto garantía institu-
cional que se predica de una persona jurídica de derecho público 
-la universidad autónoma-, con los derechos fundamentales de las 
personas físicas que la integran: el derecho a la educación superior 
y sus distintos haces normativos, como el derecho a la libre inves-
tigación y discusión de las ideas, el derecho a la libertad de cáte-
dra, entre otros. Esto es, el hecho de que la autonomía universitaria 

22	 Idem, p. 39.
23	 Torres Muro, Ignacio, La autonomía universitaria. Aspectos constitucionales, 

Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2005, pp. 34 y 35. 
Destaca la sentencia STC 26/1987, emitida por el Tribunal Constitucional 
Español, en el cual, se reconoce que la autonomía universitaria se configu-
ra constitucionalmente como un derecho fundamental, expresándose a la 
vez, que “derecho fundamental y garantía institucional no son categorías 
jurídicas incompatibles o que necesariamente se excluyan”.

24	 Sobre el tema de la autonomía universitaria como garantía institucional 
nos ocupamos en el libro Tópicos de Derecho Universitario, México, UNAM, 
2010, pp. 96-112.
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tenga una relación instrumental con la maximización de derechos 
individuales no implica que esta sea a su vez un derecho humano 
de una persona jurídico-colectiva que deba ponderarse con los de-
rechos humanos de sus miembros. La autonomía universitaria, en 
definitiva, está subordinada a la maximización del derecho a la edu-
cación, por lo que, por regla general, el ejercicio legítimo de aquélla 
no puede incluir la restricción de aspecto alguno del derecho a la 
educación.25

Reiteramos que la constitucionalización de la autonomía es el 
ámbito de ejercicio protegido de atribuciones a favor de las uni-
versidades, dicho ámbito es susceptible de ser oponible frente a 
intromisiones de otros órganos y de un ámbito que la propia ley 
debe garantizar y preservar.

5.3. Voluntad universitaria

Una de las vertientes de la autonomía es el autogobierno, enten-
dido como la posibilidad de darse sus propias normas en aspec-
tos como su administración, desarrollo, sostenimiento y en cual-
quier aspecto que permita la plena libertad institucional para el 
cumplimiento de sus fines, funciones y responsabilidades consti-
tucionalmente asignadas.

La facultad normativa se traduce en la aptitud de expedir 
normas generales que permitan regular todas las actividades re-
lacionadas con el servicio educativo y la promoción de la inves-
tigación y la cultura; y se complementa con la facultad ejecutiva, 
referida al desarrollo y ejecución de los principios constituciona-
les, de las leyes expedidas por los órganos legislativos y las nor-
mas que las universidades emiten.26

25	 Tesis 1a./J. 119/2017 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción, Décima Época, noviembre de 2017, AUTONOMÍA UNIVERSITARIA. 
CONSTITUYE UNA GARANTÍA INSTITUCIONAL DEL DERECHO A 
LA EDUCACIÓN SUPERIOR, POR LO QUE NO PUEDE SER UTILIZADA 
PARA RESTRINGIRLO.

26	 Tesis 1ª./J.20/2010, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. 
XXXI, marzo de 2010, UNIVERSIDADES PUBLICAS. COMPETENCIAS 
QUE DERIVAN DE SU FACULTAD DE AUTOGOBIERNO.
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Respecto a la facultad de autorregulación se debe decir que la 
misma no extrae a la institución del orden jurídico nacional, pero 
le permite actuar con amplitud regulatoria dentro de este a través 
de las autoridades universitarias facultadas para ello (por ejem-
plo, al Consejo Universitario, instancia normativa en la UNAM) y 
contener las tentaciones externas que pretendan invadir el espa-
cio de lo que pudiera caracterizarse como vida interna.

Por otra parte, cuando se pretenda legislar sobre las universi-
dades e instituciones de educación superior, como son las Leyes 
Orgánicas, los órganos del Estado facultados para llevar los proce-
sos legislativos deben consultar a la comunidad universitaria. Solo 
la universidad tiene el pulso y sensibilidad del momento en que su 
texto fundamental requiere ser reformado, en qué aspectos, cómo 
hacerlo y hasta dónde hacerlo.27 De esta manera se dispuso en la 
Ley General de Educación Superior, artículo 2°, que “Cualquier 
iniciativa o reforma a las leyes orgánicas referidas en este artículo 
deberá contar con los resultados de una consulta previa, libre e 
informada a su comunidad universitaria, a los órganos de gobier-
no competentes de la universidad o institución de educación su-
perior a la que la ley otorga autonomía, y deberá contar con una 
respuesta explícita de su máximo órgano de gobierno colegiado”.

El reconocimiento de la ley a una consulta previa, libre e in-
formada es vinculante para las autoridades, debiendo cumplir el 
deber de consultar a la comunidad universitaria mediante proce-
dimientos apropiados, cada vez que se prevean medidas legislati-
vas susceptibles de afectarles directamente.

5.4. Acceso a la educación universitaria

La autonomía proveerá mecanismos de acceso igualitarios a la 
educación superior, pero en ejercicio de su capacidad autonó-
mica, serán las universidades quienes establezcan los mecanis-
mos de ingreso, permanencia y egreso, respetando los derechos 
humanos de igualdad, de no discriminación, de perspectiva de 
género, de pluralidad y diversidad, de libertad religiosa a partir 

27	 González Pérez, Luis Raúl y Guadarrama López, Enrique, Tópicos de Dere-
cho Universitario, cit., p. 68.
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de la laicidad de la enseñanza, mediante ajustes razonables para 
personas con discapacidad. Si bien el Estado es quien debe garan-
tizar el acceso a la educación superior, son las instituciones de 
educación superior autónomas las que establezcan los requisitos 
de acceso a dichas instituciones (artículos 3° de la Constitución, 
fracción X, y 4° de la Ley General de Educación Superior).

5.5. Zonas de riesgo de la autonomía universitaria

Por otro lado, la autonomía alcanzada legalmente y blindada 
constitucional no está exenta de riesgos, entre otros los que se 
abordan a continuación:

Asignación presupuestal. Si bien el subsidio que el Estado 
otorga a la universidad pública debe ser el suficiente para que 
la institución cumpla con sus fines y responsabilidades que tie-
ne asignados, es una realidad que año con año las universidades 
públicas sufren desgaste de la negociación y la incertidumbre del 
monto presupuestal a autorizar. Lo anterior se ha buscado resol-
ver vía el artículo 119 de la Ley General de Educación, que dispo-
ne que el financiamiento que brinde el Estado a la educación no 
será menor al 8% del PIB nacional. De este monto, al menos el 1% 
del PIB se destinará a educación superior e investigación cientí-
fica y humanística, así como desarrollo tecnológico e innovación, 
en las instituciones públicas de educación superior.

Rendición de cuentas. La autonomía es perfectamente com-
patible con la rendición de cuentas, siendo un aspecto indispen-
sable para robustecer el principio de autodeterminación y au-
togestión que la Constitución les otorgó para asegurar el libre 
desarrollo de sus tareas, tanto académicas, como culturales. Se ha 
dicho que la autonomía no está reñida con rendición de cuentas, 
sino más bien un motivo para rendirla; sin embargo, es un límite 
para las pretensiones fiscalizadoras y sus consecuencias políticas 
o, en su caso, jurídicas. No sería admisible que aquellas se lleva-
ran al punto de alterar la conducción de la Universidad, afectar 
sus funciones, disminuir sus libertades.28

28	  García Ramírez, Sergio, La autonomía universitaria en la Constitución y en la 
ley, 2a. ed., México, IIJ-UNAM, 2023, pp.128 y 129.
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Confusión entre ámbito laboral y ámbito académico. Existe la 
confusión de tribunales y Juntas de Conciliación y Arbitraje al 
no distinguir con claridad la vinculación jurídica de reciprocidad 
obligacional existente entre la universidad y la autoridad juris-
diccional como nexo al personal académico.

Esta confusión se presenta a pesar de que la jurisprudencia ha 
sido clara al establecer que las autoridades laborales deben tener 
presente al momento de resolver una controversia entre una uni-
versidad y un miembro de su personal académico, tanto las normas 
constitucionales y las disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, 
en particular las normas de la legislación universitaria en materia 
de ingreso, promoción y permanencia de su personal académico.29

Precedente de la Suprema Corte de Justicia en designación de au-
toridades. La Suprema Corte ha resuelto que el mecanismo con-
forme al cual una institución de educación superior lleva a cabo 
el nombramiento de rector constituye u procedimiento interno 
que deriva de la facultad de autogobierno y autonomía de la que 
goza la universidad. Por tanto, no puede tenerse como autoridad 
responsable para efectos del juicio de amparo, pues atendiendo 
a la naturaleza jurídica del nombramiento del rector se llega a 
la conclusión de que aquella autoridad, a través de sus actos, no 
ejerce un poder público que afecte de manera unilateral la esfera 
jurídica del quejoso, máxime que la posición del aspirante a ese 
encargo no es la de gobernado para efecto del juicio de garantías, 
ya que se trata de una decisión derivada precisamente de la auto-
nomía de que se encuentra investido dicho órgano.30

VI. Conclusión

Concluyo señalando que la autonomía y la voluntad general uni-
versitaria son un binomio inseparable. La autonomía se ve re-

29	 Solís Sánchez Renan, “Las relaciones laborales en las Universidades Autó-
nomas”, (en prensa).

30	 Amparo en Revisión 1264/89, Semanario Judicial de la Federación, Octa-
va Época, t. IV, julio de 1989, p. 568, UNIVERSIDAD NACIONAL AUTO-
NOMA DE MEXICO. LA ELECCION DE SUS FUNCIONARIOS NO PUEDE 
SER CUESTIONADA POR EL ESTADO. 
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flejada en la democracia académica, que es la participación de 
la comunidad universitaria plural, autónoma y disímbola en los 
múltiples órganos colegiados de la universidad pública que son 
los tomadores de decisiones, junto con las autoridades adminis-
trativas unipersonales, desde donde se pueden diseñar nuevos 
proyectos que den certidumbre y confianza a todos, siempre con 
miras a preservar la excelencia en la educación, la investigación 
y difusión de la cultura.
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